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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dos de abril de dos mil nueve
Acta número 0019 del 2 de abril de 2009
En la fecha, siendo las cinco y treinta minutos de la tarde, esta Sala y su Secretaria declaran abierto el acto público programado para resolver la alzada que la parte demandada ha propiciado contra la sentencia con que el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el dos de diciembre del año anterior, le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Alba Ligia Acosta Granada adelanta contra la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías S.A. Colfondos.
El proyecto presentado por el ponente fue discutido y aprobado según consta en el acta arriba mencionada. Para el efecto que nos ocupa se reseñan estos 

ANTECEDENTES

Manifiesta la señora Pérez Giraldo, a través de vocero judicial, que fue evaluada el 3 de marzo de 2003 con un 54,23% de pérdida de capacidad laboral y con fecha de estructuración del 3 de diciembre de 2001; inexplicablemente la sociedad demandada procedió a reconocerle la pensión de invalidez a partir del 1° de abril de 2003, manifestando que a partir de esta fecha cesaron sus ingresos laborales como trabajadora activa; adicionalmente el monto de la prestación, 58,5% del IBL, fue calculado erróneamente, debiendo ascender, por la densidad de aportes, al 67,5 del IBL.  
Con sustento en esa relación de hechos, solicita que se condene a la sociedad accionada al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez a partir del 3 de diciembre de 2001, fecha de estructuración del estado invalidante y en la cuantía establecida en el artículo 40 de la Ley 100 de 1993, incrementando la prestación anualmente con base en la variación del IPC; por último solicita sea condenada la demandada al pago de intereses moratorios y las costas procesales. 
La demanda fue admitida por auto del 28 de agosto de 2006 por el Juzgado Segundo Laboral de este Circuito, fl. 37, ordenándose correrla en traslado a la demandada, la cual mediante apoderado judicial contestó, fls. 43-52,  pronunciándose respecto a los hechos, aceptando únicamente la calidad de invalida de la actora; se opuso a las pretensiones argumentando que conforme al artículo 3° del Decreto 917 de 1999, mientras el afiliado reciba subsidio por incapacidad temporal no podrá percibir prestaciones derivadas de la invalidez, amén que no se puede pretender percibir dos pagos que son excluyentes, en este caso el salario que devengó mientras tramitó su pensión y el retroactivo de la misma; manifiesta además que la señora Acosta Granada laboró con su empleador, el Municipio de Pereira, hasta el 1° de agosto de 2004; por último, afirma que la actora no informó que hubiese realizado aportes al Instituto de Seguros Sociales; excepcionó previamente Falta de integración del litisconsorcio necesario y de mérito Falta de causa para pedir, Prescripción, Enriquecimiento sin causa, Compensación, Falta de legitimación en la causa por pasiva y Genérica.
En escrito separado llamo en garantía a Seguros de Vida Colpatria S.A., fl. 65, basándose para ello en la póliza de seguro previsional de invalidez y sobrevivientes N° 006 expedida por Colpatria S.A., solicitando que en el caso de una eventual condena en su contra esta sea asumida por dicha entidad. También separadamente denunció el pleito a Mapfre Colombia Vida Seguros S.A., fl. 87, en su calidad de actual administradora del capital para el financiamiento de la pensión de invalidez de la accionante, para que en el caso de una condena en su contra, le efectúe el pago de la suma que resulte necesaria para financiar el retroactivo reclamado. 
Por medio de decisión del 2 de noviembre de 2006, fl. 116, el juzgado de conocimiento no admitió la denuncia del pleito planteada a Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. y aceptó el llamamiento en garantía a seguros de Vida Colpatria S.A., ordenando su correspondiente notificación.

Contra la anterior decisión, la accionada interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, pidiendo se admitiese la denuncia del pleito en su especie llamamiento en garantía, indicando que Mapfre es la entidad encargada de administrar los recursos con que se financia la pensión de la demandante y que, aunque en su escrito se refirió a la denuncia del pleito, de lo que realmente se trata es de un llamamiento en garantía.
Por medio de decisión del 15 de noviembre de 2006, fl. 120, se accedió a lo solicitado y en consecuencia se repuso el auto atacado admitiéndose el llamamiento en garantía realizado a Mapfre Colombia Vida Seguros S.A., ordenándose su notificación.

Esta providencia fue objeto de recurso de reposición y en subsidio apelación por parte de Mapfre, argumentando falta de jurisdicción y competencia, toda vez que el conocimiento sobre contratos de seguros corresponde a la jurisdicción especializada de comercio o en su defecto a los jueces civiles, conforme a lo establecido en el Decreto 2273 de 1989; esgrimió también Ausencia de fundamento sustancial para el llamamiento en garantía, Ausencia de cobertura, Falta de legitimación por activa y Falta de legitimación por pasiva.  
A folio 139, Mapfre contesto el llamamiento en garantía, oponiéndose a las pretensiones, toda vez que consideró que no concurrían los supuestos legales, fácticos, ni probatorios para que prosperase el llamamiento. Excepcionó previamente Falta de jurisdicción y competencia y de mérito Ausencia de fundamento sustancial para el llamamiento en garantía, Ausencia de cobertura, Falta de legitimación por activa, Falta de legitimación por pasiva y Genérica.
Por su parte, Seguros de Vida Colpatria S.A. contestó el llamamiento en garantía a folio 155, afirmando que en cuanto la favorezca, coadyuva la posición asumida por Colfondos S.A. al pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda y las excepciones propuestas, Excepcionó previamente Falta de jurisdicción y competencia de la justicia laboral para conocer controversias derivadas del contrato de seguro celebrado entre dos personas de derecho privado; de fondo propuso Prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro invocado como fundamento del llamamiento en garantía, Pago a cargo de Seguros de Vida Colpatria S.A. de la suma adicional necesaria para el financiamiento de la pensión de invalidez de la hoy demandante señora Alba Ligia Acosta Granada, Inexistencia de obligación, imposibilidad jurídica de solicitar a través de la jurisdicción laboral la declaratoria de la existencia de un contrato de seguro, Imposibilidad jurídica para que la jurisdicción laboral se pronuncie respecto de condenas derivadas de controversias surgidas con ocasión de la celebración y existencia de un contrato de seguro y Genérica.
Por medio de auto del 6 de febrero de 2007, el despacho de primera instancia consideró respecto a los recursos interpuestos por Mapfre S.A., que al tratarse de un ataque en contra de un auto de sustanciación, no era posible acceder a lo pretendido, toda vez que los recursos interpuestos serían viables en contra de un auto interlocutorio, además ellos fueron interpuestos extemporáneamente.

El intento de conciliación fracasó por ausencia de tal ánimo en la demandada y en las llamadas en garantía, fl. 294; seguidamente procedió el Despacho a decidir sobre la excepción previa denominada Falta de jurisdicción y competencia propuesta por las llamadas en garantía, encontrándola no procedente. Ante tal decisión Mapfre S.A. interpuso los recursos de reposición y apelación, mientras tanto Colpatria Vida Seguros .S.A. propuso el recurso de apelación. Decidió la a quo negativamente el recurso de reposición y concedió en el efecto devolutivo el de apelación ante esta Sala, siendo confirmado el auto recurrido por medio de decisión del 21 de junio de 2007, fl. 390. 

El 2 de diciembre de 2008 se dictó sentencia, fl. 577, en la que se condenó a la Compañía Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías S.A. Colfondos a reconocer la pensión de invalidez a la actora a partir del 3 de diciembre de 2001, fecha de estructuración de tal estado, con una tasa de reemplazo del 60% del IBL que ascendió a $759.882, traducido en una mesada pensional de $455.929, con sus respectivos intereses moratorios y costas procesales en un cien por ciento. Además ordenó que Seguros de Vida Colpatria S.A. cubriera la suma adicional para financiar la pensión de invalidez de la demandante. 

Inconforme con la decisión apela el apoderado de Colfondos S.A., insistiendo en que el empleador pago los salarios a la demandante; reitera su posición frente al artículo 3° del Decreto 917 de 1999, indicando que conforme a dicha norma no puede pretender la actora un doble pago, amén que las mesadas pensionales correspondientes al periodo transcurrido entre el 3 de diciembre de 2001 y el 1° de abril de 2003 se encuentran prescritas; en cuanto al monto de la pensión, alega que la señora Acosta Granada cotizó 984 semanas y que por lo tanto la tasa de reemplazo no sería del 60%, sino del 58,5%, tal como se reconoció inicialmente.
CONSIDERACIONES

La inconformidad del apelante se circunscribe a que considera que el pago de la pensión de invalidez desde la fecha de estructuración no es viable, pues la actora, durante el periodo comprendido entre dicha fecha, diciembre 3 de 2001 y aquella en que se le reconoció la prestación, 1° de abril de 2003, percibió su salario por parte del Municipio de Pereira, pretendiendo que se le realice un doble pago; también se queja respecto de la tasa de reemplazo reconocida en las sentencias, la cual no se compagina con las semanas cotizadas. 

Al momento de proferir su decisión, la funcionaria de primera instancia cita un pronunciamiento proferido por esta Colegiatura, posición que se ha mantenido en situaciones análogas.

A folios 14 a 16 del expediente milita dictamen emitido por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, el cual fue realizado el 3 de marzo de 2003, en el se valora la perdida de capacidad de la afiliada en un 54,23%, de origen común y con fecha de estructuración del 3 de diciembre de 2001.

Por otra parte, a folios 57 a 59 del expediente reposa el oficio DCI – P – E 3660-04, por medio del cual la sociedad accionada informa a la demandante que se reconocerá su pensión de invalidez a partir del mes de abril de 2003 por valor de $444.531, resultado que se obtiene de un IBL de $759.882 al cual se le aplicó una tasa de reemplazo del 58,5%, dicho documento solo ostenta la fecha de julio 30, sin indicar el año, sin embargo se deduce que fue de 2004, toda vez que a folio 56 se aprecia un oficio por medio del cual se solicita documentación a la actora para estudiar su solicitud pensional, el cual fue recibido por esta el 24 de febrero de dicha anualidad.

Indica el artículo 40 de la Ley 100 de 1993:

“Artículo 40. Monto de la pensión de invalidez. El monto mensual de la pensión de invalidez será equivalente a: 

a. El 45% del ingreso base de liquidación, más el 1.5% de dicho ingreso por cada cincuenta (50) semanas de cotización que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las primeras quinientas (500) semanas de cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral sea igual o superior al 50% e inferior al 66%. 

b. El 54% del ingreso base de liquidación, más el 2% de dicho ingreso por cada cincuenta (50) semanas de cotización que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las primeras ochocientas (800) semanas de cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral es igual o superior al 66%. 

La pensión por invalidez no podrá ser superior al 75% del ingreso base de liquidación. 

En ningún caso la pensión de invalidez podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual. 

La pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de parte interesada y comenzará a pagarse, en forma retroactiva, desde la fecha en que se produzca tal estado.” (Subrayado nuestro)
Es clara la norma transcrita al ordenar el pago en forma retroactiva de la pensión de invalidez, desde su fecha de estructuración.

Y como lo ha sostenido esta Corporación, el retiro del afiliado del sistema o, en esta caso la desvinculación laboral, es requisito esencial para el pago de la pensión de vejez, pues así lo exige la ley, más no para la de invalidez.

Mírese como la estructuración del estado invalidante de la actora se remonta al 3 de diciembre de 2001, mientras que la calificación vino a producirse solo en marzo 3 de 2003 y el reconocimiento de la prestación apenas le fue informado el 30 de julio de 2004, calenda a partir de la cual pudo iniciar los trámites tendientes a obtener su pensión.
No se le podía exigir a la afiliada su retiro a partir de la fecha de estructuración, pues para ella esa constituía una situación ajena a su conocimiento, tampoco su retiro se podía haber hecho efectivo el 3 de marzo de 2003, fecha de la calificación, pues no sabía si su pensión sería reconocida o no, viendo, en caso negativo, peligrar su derecho a adquirir a futuro su pensión por vejez.

Cita el recurrente en su favor el artículo 3° del decreto 917 de 1999:

“Artículo 3°. Fecha de estructuración o declaratoria de la pérdida de la capacidad laboral. Es la fecha en que se genera en el individuo una pérdida en su capacidad laboral en forma permanente y definitiva. Para cualquier contingencia, esta fecha debe documentarse con la historia clínica, los exámenes clínicos y de ayuda diagnóstica, y puede ser anterior o corresponder a la fecha de calificación. En todo caso, mientras dicha persona reciba subsidio por incapacidad temporal, no habrá lugar a percibir las prestaciones derivadas de la invalidez.” (Subrayado nuestro)

Ahora bien, a folio 339 se encuentra oficio de junio 27 de 2007, en el cual la EPS Saludcoop, a la cual se encontraba afiliada la demandante, certifica que entre el 3 de diciembre de 2001 y el treinta de marzo de 2003, ésta no fue incapacitada, por lo tanto en dicho periodo lo que percibió fue su salario y sus prestaciones sociales, pagadas por su empleador en cumplimiento de una relación laboral, tal como consta en el documento de folio 529.

Asiste razón a la a quo al afirmar que el solo hecho de presentar un estado invalidante, parcial en este caso, u ostentar algún tipo de discapacidad, no impide que la persona que lo padezca pueda continuar laborando en oficios acordes a su estado, percibiendo un beneficio pensional de acuerdo a su grado de invalidez.
Respecto al monto de la pensión, tenemos que la actora acreditó los siguientes tiempos de cotización:

En el Instituto de Seguros Sociales 

De diciembre 31 de 1966 a junio 13 de 1980:

522 días (fl. 337)

Con el Municipio de Pereira

De Marzo 10 de 1983 a junio 14 de 1995:

4.414 días (fl. 18) 
En la AFP Protección

De marzo a octubre de 1996:



240 días (fl. 430)
En Colfondos
De julio de 1995 a diciembre 3 de 2001:

2.013 días (fls. 20-22)
Total







7.189 días 









1.027 semanas

Siguiendo los parámetros establecidos en el citado artículo 40 de la Ley, tenemos que, al haber sido calificada la actora con un 54,23% de perdida de su capacidad laboral, corresponde aplicar el literal a) de la norma en mención, esto es, por las primeras quinientas (500) semanas de cotización se reconocerá un 45% del IBL y por cada cincuenta (50) semanas adicionales un 1,5%, de esta forma se llega a la conclusión de que el monto de la pensión de la pensión de invalidez de la demandante asciende a un sesenta por ciento (60%) del IBL, tal como acertadamente calculó la funcionaria de primera instancia; ahora, teniendo como IBL la suma de $759.882, valor sobre el cual reconoció la pensión de invalidez la demandada, el monto de la prestación equivaldría a $455.929.

Por último, en cuanto a la prescripción de las mesadas causadas entre el 3 de diciembre de 2001 y el 1° de abril de 2003, ello no es de recibo, toda vez que la obligación en cabeza de la demandada se hizo exigible a partir de la fecha del dictamen que determinó la invalidez de la accionante, es decir, a partir del 3 de marzo de 2003 y el término prescriptivo fue interrumpido por medio de la petición de fecha 13 de diciembre de 2003, fl. 24, siendo iniciada la presente acción el 10 de agosto de 2006, fl. 9, por lo tanto la prescripción de las mesadas pensionales del periodo al que se refiere el apelante no ocurrió.

Por todo lo hasta aquí expresado, se impone la confirmación de la providencia objeto de apelación.
Costas en esta Sede no se causaron. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación se revisa. 
Costas en esta Sede no se causaron.
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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